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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gustavo A. Espinosa. 
MIEMBROS: — Señora Representante Eloísa Moreira y señor Representante Gonzalo Novales. 


INVITADOS: Por la Asociación de Funcionarios de la Jefatura de Policía de Maldonado, señor Raúl 
Pereira; por la Asociación de Policías de Rocha, señor Richar Ferreira y señor Asesor 
Técnico, licenciado Robert Parrado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Espinosa).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de la Unión de Sindicatos Policiales integrada por los 
señores Raúl Pereira -de la Asociación de Funcionarios de la Jefatura de Policía de Maldonado- y el señor 
Richar Ferreira -de la Asociación de Policías de Rocha-, quienes asisten acompañado por su asesor técnico, el 
licenciado Robert Parrado. 


Dejamos constancia de que, ante el tenor de la nota presentada -por la que solicitan la entrevista para plantear 
violaciones graves a los derechos humanos individuales, personales y sociales de los trabajadores policiales 
de todo el país-, esta Comisión extremó los esfuerzos para armar la agenda y recibirlos a la brevedad posible. 


SEÑOR FERREIRA.- A pesar de que hoy ven acá nada más que a dos dirigentes sindicales y al asesor 
técnico, nuestra organización se compone de varios sindicatos. Lo que sucede es que toda esta 
organización sindical, los únicos dos que hacen uso del derecho a la licencia sindical somos los que 
estamos presentes. Los demás compañeros, de Artigas y de otros departamentos, deseaban estar acá - 
inclusive, uno de ellos está involucrado directamente en las denuncias que presentamos hoy-, pero, 
lamentablemente, ya podemos empezar denunciando la violación del derecho al ejercicio de la libertad 
sindical, establecido por convenios internacionales y leyes de nuestro país. Sin embargo, el Ministerio 
se ha empecinado en discriminar, tratando a unos con diferencia respecto de los otros y eso perjudica el 
ejercicio de nuestro derecho así como la defensa de los trabajadores. En la medida en que los 
compañeros no pueden militar en los sindicatos de base, tampoco pueden hacerlo en las organizaciones 
nacionales, como esta, para hacer públicas determinadas situaciones o reivindicar ante la patronal 
determinados puntos de lucha. 


Iniciamos el escrito que les hicimos llegar respecto de las denuncias que íbamos a realizar, haciendo mención 
a un tema que nos parece grave y delicado, que es el de la comunicación. 


Creemos que se pone en riesgo la vida de los trabajadores policiales cuando un policía sale a la calle sin un 
"handy" -que es el medio de comunicación policial con la base, la seccional- o cuando sale con un "handy" 
que tiene la batería agotada y el patrón o la jefatura alega que está en reparación o que no hay y que, por lo 
tanto, hay que salir igual. Hay que tener en cuenta que vamos a zonas marginales, delicadas, en las que la 
conflictividad es elevada y se necesita, no solo no salir de a uno sino de a dos -cosa que también sucede- y 
con equipos de comunicación. Frente al primer evento, el policía debe pedir apoyo porque para eso están los 
medios de comunicación. Consideramos que, de esta manera, se está arriesgando innecesariamente la vida de 
los trabajadores policiales. Esto sucede en todo el país; de Montevideo a Artigas y de Rocha a Salto. 


En cuanto a los vehículos, a la mayoría -diría el 95%, salvo los que usan los jerarcas Inspectores o Jefes de 
Policía-, se les desactiva o retira el sistema de "airbag" porque los jerarcas alegan que el policía sabe manejar 
poco y choca mucho, por lo que se estaría activando el sistema de "airbag" permanentemente. Entonces, no 
han tenido mejor idea que retirar el sistema de "airbag" de los móviles policiales, lo cual consideramos 
gravísimo -no grave-, dado que ya hay compañeros que han quedado con graves secuelas, lesiones 
permanentes y algunos hasta han perdido la vida, a raíz de un accidente de tránsito, en vehículos que no 
tenían este sistema de seguridad, lo que, además, está previsto por ley. La última Ley de Tránsito, Ley. 

N? 19.061 establece que los vehículos deben contar con los sistemas de "airbag", inclusive los cero kilómetro. 
Consideramos que el Ministerio no solo no se ajusta a la normativa sino que, además, la viola 
intencionalmente porque hace quitar o desactivar un sistema de protección de la integridad física del 
conductor, que en este caso es un funcionario policial. 


Estas denuncias que venimos a hacer también tienen que ver con la práctica diaria del trabajo policial. En ese 
sentido, quiero señalar que no contamos con botiquines en los móviles policiales -lo que también está 
establecido en la Ley N* 19.061- y, por lo tanto, no contamos con guantes de látex. El policía debe auxiliar a 
una persona que ha sufrido un accidente de tránsito sin contar con guantes de látex. Es así que el riesgo que 
se corre de contagio de enfermedades es cada día más grave, sabiendo que cada vez son más altos los índices 
de gente portadora de HTV. 


Esta situación se agrava cuando el policía trabaja en el sistema carcelario, porque se trabaja con una 
población en riesgo de salubridad bastante elevado, lo que hace peligrar más la salud de nuestros 
compañeros. 


También quiero mencionar la carencia de baños en las dependencias policiales para el personal femenino. 
Todos sabemos que en cualquier oficina pública o comercio que se inaugura se exige baño para hombres y 
mujeres. En las dependencias policiales ya construidas, antiquísimas, no existen y no se han implementado y 
en las nuevas, eso no se ha tenido en cuenta. Consideramos que, de esta manera, no solo se pone en riesgo la 
salubridad de las compañeras sino que, además, se afecta la convivencia por la higiene de los servicios 
sanitarios de las dependencias policiales. 


Estas condiciones de trabajo y de infraestructura, a veces, se agravan más cuando nos encontramos con 
situaciones que hacen peligrar la vida de los trabajadores, como sucede en la Seccional 10* de Rocha, la que 
hace tres años tiene un informe de peligro de derrumbe de la Dirección de Bomberos. Esta dependencia ha 
permanecido así por tres años -no ha sido reformada- y allí trabajan funcionarios policiales todos los días, en 
turnos de cuatro o cinco personas. Se ha querido subsanar este problema, pero los jerarcas a cargo no han 
podido porque desde Jefatura se indica que hay que salir a pedir colaboración a los vecinos para hacerlo. Nos 
parece un abuso que el mando exija al personal policial que salga a pedir colaboración, no solamente por ser 
contrario a la ley -es una violación a la ley penal- sino porque, además, para eso los ciudadanos pagan los 
impuestos: para que se mantengan las instituciones y recintos policiales a fin de velar por la seguridad de la 
ciudadanía. 


Esto se agrava cuando vamos a las cárceles. En ese sentido, aspiramos a que la versión taquigráfica de esta 
sesión se envíe al Comisionado Parlamentario, doctor Álvaro Garcé, porque está a punto de inaugurarse la 
segunda etapa de cárcel de la ciudad de Rocha -la primera ya está en funcionamiento-, que involucra una 
planchada de unos 12 o 15 centímetros de espesor que se quebró y no tuvieron mejor idea que colocarle un 
sobretecho de zinc, poniéndose en riesgo a toda la población que estará debajo; no solo población carcelaria 
sino también personal policial. Venimos de una historia carcelaria nefasta a raíz de la muerte de más de una 
decena de privados de libertad y esto nos preocupa muchísimo. Por lo tanto, pretendemos que el 
Comisionado Parlamentario tome conocimiento de esto, al igual que ustedes, y que se tomen cartas en el 


asunto. Y si hay que reestructurar todo de nuevo, que se haga, pero no se puede poner en riesgo la vida de los 
trabajadores y los privados de libertad, por una condición estructural que es inviable. 


Me voy a referir al aspecto jurídico. En el inciso final del artículo 206 de la Ley_N* 18.719 -Ley de 
Presupuesto aprobada tres años atrás- se establece: "Prohíbese a los funcionarios del Inciso 04 la realización 
de tareas de seguridad, vigilancia o custodia fuera del ámbito del Ministerio del Interior, considerándose su 
contravención falta grave pasible de destitución inmediata". Esto refiere a lo que en la jerga policial se 
conoce como "servicio 223". El servicio 222 es por el que se contrata a un policía a través de Jefatura; es el 
servicio legal. Entonces, en la jerga policial se habla de "servicio 223", pero no en referencia a una ley sino 
que es una cuestión de práctica y se da cuando un comerciante no puede esperar a que se le asigne un policía 
por el servicio 222 y lo contrata directamente. Por ejemplo, un comerciante, que debe hacer una remesa, 
solicita a un policía que lo acompañe, efectuándole un pago a cambio. 


El Poder Ejecutivo actual consideró que esto perjudicaba la profesionalidad de la Policía y que hacía que el 
policía cayera en el multiempleo, afectando así el servicio policial y al trabajador policial. Nosotros 
compartimos que esto contribuye al multiempleo, lo que desgasta al trabajador policial, pero entendemos que 
si esto se quita, se debe compensar de alguna forma el ingreso familiar del policía. Sin embargo, el servicio 
fue prohibido, pero ese ingreso no fue compensado. Por tanto, consideramos que esto está coartando la 
libertad y el derecho al trabajo. Ya lo hemos denunciado en otras instituciones como en la Institución 
Nacional de Derechos Humanos. Además, se genera una falacia que es la de que el policía está mejor pago y 
más cuidado. Eso no es real porque los trabajadores policiales han apelado a otras figuras jurídicas laborales, 
de manera que si trabajaba como portero en un baile, figurará como lavaplatos, pero seguirá trabajando como 
portero. Si trabajaba como servicio 223 para una determinada empresa haciendo remesas, hoy trabaja de 
sanitario, pero no dejará de tener un multiempleo porque sus exigencias económicas familiares lo llevan a 
tener más de un ingreso. Entonces, el espíritu de la ley no fue acompasado en la realidad ni existió el 
crecimiento salarial que debió haber y, por lo tanto, ha sido ineficiente la orden impartida por medio de esta 
ley 


Consideramos, humildemente, que esto debe reverse por parte de los legisladores, porque no se ajusta a la 
realidad. Por lo tanto, seguir aplicando esta norma lleva a que se penalice el trabajo del funcionario policial, 
dado que inclusive se puede llegar a su destitución, cuando a veces es lo único que tiene. Por ejemplo, quien 
habla, entró a los diecinueve años a la Policía; otros a los dieciocho, sin contar con una experiencia laboral 
anterior. Por lo tanto, lo único que saben hacer es esto. ¿Por qué se les va a prohibir que realicen su trabajo, 
siendo que se han especializado en materia de seguridad y conocen tan bien la cara de los delincuentes y su 
"modus operandi"? Me parece que hay que ajustarse a la realidad. 


Por otra parte, me quiero referir a la Orden 12, que ha estado en la plataforma de lucha desde que se dictó. 
Esta orden no solo fue violatoria de un convenio entre los trabajadores policiales, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y el Ministerio del Interior, en junio de 2010, sino que también viola el derecho al trabajo 
porque ha sido impartida para establecer un sistema de sanciones a los funcionarios policiales, descontando 
de su salario un jornal o diez jornales, en el caso de que la sanción sea de diez días. Consideramos que la 
sanción debe existir -debe existir un correctivo para el funcionario policial como para cualquier trabajador-, 
pero debe ser tipificada de forma clara. No solo debe establecerse la graduación de la sanción sino que debe 
especificarse en qué consiste. O sea que debería fijarse la suma de $ 500, por ejemplo, y no un jornal. Lo 
digo porque el hecho de establecer un jornal, me lleva a pensar en un sistema de semiesclavitud: tengo que 
trabajar diez días y no se me va a pagar el jornal por diez días. Esta no solo es la opinión de los que 
defendemos a los trabajadores; ya hay una resolución de la Institución Nacional de Derechos Humanos, en la 
que se expide en forma contraria a esta decisión del Ministerio del Interior, diciendo, a texto expreso, que 
viola flagrantemente las normas de naturaleza constitucional y legal vigentes en nuestro orden jurídico. Por lo 
tanto, a pesar de que el Ministerio ha sido informado de esto hace más de un año, ha dejado de lado la 
opinión de la Institución Nacional de Derechos Humanos y el reclamo de los trabajadores, al seguir aplicando 
esta Orden 12. Esto ha desgastado a la Policía, llevando a un desánimo del personal policial, porque no se 
corrige ninguna conducta descontándole 10 o 20 días del salario del trabajador; al contrario, se lo desmotiva, 
llevándolo a que se desempeñe con desgano, cuando todos necesitamos que ejerza bien su función. Lo digo 
porque también nosotros somos ciudadanos, somos parte de la ciudadanía, al igual que nuestras familias. Por 
lo tanto, todos necesitamos que la Policía sea correctamente administrada y que el trabajador policial esté en 
las condiciones adecuadas. 


En lo que respecta a la función policial, también podemos citar el tema del régimen horario. Es tan diverso en 
todo el país que podríamos dar ejemplos de ocho horas de trabajo por dieciséis de descanso, de doce por 
veinticuatro, de doce por treinta y seis, de veinticuatro por cuarenta y ocho; hay una infinidad. De cualquier 
manera, nos queremos centrar en el departamento de Canelones. Hace alrededor de dos años, se estableció 
por parte de la Jefatura, en conjunto con el Ministerio del Interior, la decisión de implementar el servicio de 
ocho horas de trabajo por dieciséis de descanso, alegando que hace cien años que existe en el Uruguay y que 
el régimen de ocho horas debe ser respetado por todos. Consideramos que eso puede ser así en determinadas 
situaciones. En el caso del departamento de Canelones, esa decisión puede ser arbitraria porque, en virtud de 
la situación geográfica que plantea, el policía que vive en el oeste del departamento y debe trabajar en el este, 
debe salir dos horas antes de su casa, para trabajar ocho horas y luego disponer de dos horas más para volver, 
como mínimo. Vemos que eso ha generado un desgaste en el funcionario policial y una avalancha de 
presentación de certificados médicos. Por lo tanto, la Jefatura no ha cumplido con su objetivo, que es el de la 
seguridad, pero sí ha desgastado al funcionario policial, que hoy se encuentra con altos índices de divorcio, 
de suicidio y con una avalancha de certificados médicos. A su vez, esta situación ha superado a las jerarquías 
policiales, que ya no saben cómo cubrir los servicios en ese departamento. 


Por otra parte, en el departamento de Artigas, tenemos funcionarios policiales que trabajan ciento cuarenta y 
cuatro horas de más en el mes, dado que deberían trabajar ciento noventa y dos horas mensuales, pero hacen 
trescientas treinta y seis. Allí el régimen horario no se ajusta ni a las ocho horas ni a ningún otro régimen 
conocido en el resto del país. Esos trabajadores no tienen una compensación económica extra ni una 
compensación de horario que les alivie el descanso y les permita tener un espacio para ejercer su derecho a 
estar con la familia o su derecho al ocio. Por lo tanto, consideramos que este régimen horario afecta no solo 
la seguridad del país sino también el derecho humano del trabajador a tener un descanso y una jornada 
laboral acorde con la normativa vigente en el Uruguay. 


Asimismo, queremos plantear la situación a que hacía mención al principio, de violación a la ley de libertad 
sindical, que se agrava puntualmente, por ejemplo, en el departamento de Artigas. Allí hay una Jefatura que 
ha ejercido una persecución sistemática contra el sindicato policial. Quiero aclarar que ese sindicato tiene - 
como en la mayoría de los casos- personería jurídica y viene funcionando desde hace siete u ocho años. Es un 
sindicato muy antiguo, que fue base en muchas luchas sindicales de la Policía en el Uruguay 


El actual Jefe de Policía, Inspector Principal Ferreira, ha establecido una lucha sistemática contra el 
Presidente del sindicato, quien salió a la prensa a hacer declaraciones a raíz de que un Comisario ordenó 
liberar un camión cargado de combustible de contrabando. Consideramos que era un hecho irregular, que no 
se habían dispuesto las medidas disciplinarias del caso y, por lo tanto, se debía hacer público para que tomara 
otros aires. Esto molestó a la Jefatura, que abrió una investigación contra el Presidente del sindicato. Aún 
reconociendo en el expediente la calidad de dirigente sindical, le inició una investigación por las 
declaraciones de prensa, cuando todos sabemos que la Ley de Libertad Sindical prevé la libre manifestación 
de los afiliados al sindicato y de los dirigentes sindicales. El compañero fue sancionado por diez días, lo que 
supone $ 8.000 de descuentos. Sin embargo, el Comisario que cometió la infracción solo fue sancionado por 
tres días. 


Esto no quedó ahí. Con posterioridad, el compañero Presidente del sindicato concurrió, con quien habla, a 
entrevistarse con el Director y Subdirector Nacional de Sanidad Policial a fin de plantearles una situación que 
nos parecía anómala y que estaba afectando la salud psicológica de los trabajadores policiales de Artigas. Lo 
cierto es que se había abierto una oficina de atención psicológica en el departamento de Artigas por cuenta y 
orden del Subjefe, quien no puede ejercer esa función; para eso están los mandos de la Dirección Nacional de 
Sanidad Policial y hay una Dirección del área psicológica que se encarga de llevar los lineamientos y de la 
atención psicológica de los policías. 


En definitiva, esta oficina fue creada por orden del Subjefe. Allí se encontraba una profesional de la materia, 
la que no respondía a las necesidades porque los funcionarios estaban teniendo problemas graves, iban a 
consultarla y no estaba, consideraban que no estaban siendo bien atendidos y terminaban siendo atendidos en 
el área privada. 


Como los compañeros pretendían que esto fuera escuchado por la Dirección Nacional de Sanidad Policial, 
nos entrevistamos con sus autoridades, quienes tomaron conocimiento del caso. Días después, el Ministerio 


emitió una resolución por la que dejaba anulada esa oficina y ordenaba la dependencia directa de la 
profesional a la Dirección Nacional de Sanidad Policial, como debía ser. 


Como el compañero consideró esto un logro del sindicato y salió a la prensa a hacer público su beneplácito 
ante la noticia de la orden del Ministerio del Interior, pero nuevamente se le inició una investigación 
administrativa, que consideramos que puede arrojar otra sanción contra su persona. Reitero que hizo estas 
manifestaciones en nombre del sindicato policial; no a título personal, Dardo Ribeiro; ese es su nombre. Por 
lo tanto, consideramos que esta es una flagrante violación a la libertad sindical, a los derechos de los 
trabajadores y que esto debe ser revertido a la brevedad porque afecta al trabajador policial y, por ende, a la 
seguridad pública. 


Gracias. 
SEÑOR PARRADO.- Soy asesor técnico de los compañeros del sindicato. 


No es la primera vez que me toca participar en este ámbito. Es un honor compartir con ustedes unos minutos 
para aportar algún elemento extra, ampliando la información brindada por el compañero en forma muy clara. 


Antes que nada, quiero decir que la voz de los sindicatos es muy valiosa en la Policía nacional porque antes 
no existía. Está bueno que ellos puedan expresar las carencias y dificultades. Se trata de una institución 
histórica. En mi caso, entré en 1980; me fui en 2010, como Comisario Inspector, más allá de mis labores y 
tareas a nivel público y privado. 


Cuando uno ve a los sindicatos, reconoce que es la voz de las personas a las que debemos cuidar como 
sociedad. En definitiva, todo lo que nos están planteando nos interpela como comunidad. Y cuando 
analizábamos el tema con ellos, yo les decía que hay muchas cosas que son trascendentes y que se va camino 
a atender, pero uno tiene la posibilidad de pronosticar el impacto y el daño futuro. Hay cosas que estamos 
viendo hoy, pero sin estudios. Por ejemplo, no existe un análisis histórico en Uruguay sobre las enfermedades 
profesionales de los policías. Cuando el policía llega a su retiro, puede tener un trastorno en su salud que no 
esté estudiado técnicamente. Por tanto, no se sabe si fue resultado del impacto de zapatos muy pesados, de un 
chaleco antibalas inadecuado o de haber prestado servicios en un mismo destino, afectando no solo su salud 
física sino también psicoemocional. 


El compañero planteaba el índice de suicidios en Canelones, que es importante, así como el tema de los 
divorcios y la violencia doméstica. En definitiva, eso tiene que ver con las dificultades que hay en atender el 
factor humano. Creo que eso afecta no solo la integridad física de los actores policiales -al punto de llegar a 
la muerte-, sino también la seguridad pública; la de todos nosotros. Uno tiene que tener la persona mejor 
formada en la esquina porque es quien nos cuida. O sea que, como sociedad, tenemos que cuidarlos para que 
nos cuiden bien. 


A eso tenemos que agregar todo el aspecto educacional. Yo me fui en 2010, pero le preguntaba a los dos 
compañeros presentes qué capacitación recibieron en el último año como policías y me dijeron que ninguna. 
Sin embargo, en estos días leía en la página web del Ministerio del Interior el informe elevado a la Comisión 
de Presupuestos en donde se dice que se extremó la capacitación. Si se llama capacitación al curso de pasaje 
de grado, el del compañero Richar fue hace aproximadamente tres años. En definitiva, no hay tiro ni una 
preparación adecuada. 


En cuanto a lo que el compañero decía sobre la Orden 12, el servicio 222 y el servicio 223, corresponde 
señalar que, sin duda, aumentaron los salarios; nadie lo va a negar; aumentaron comparados con los de antes. 
El gran dilema es que ese tema no se manejó orgánicamente, holísticamente. ¿Por qué? Porque el hecho es 
que el policía necesita el dinero y si ganaba $ 12.000 extras con el servicio 222 y el aumento significó 

$ 6.000 o $ 7.000 más, hay una diferencia que nadie se la va a dar. Entonces, el policía va a salir a buscar esa 
diferencia igual. Además, el servicio 223 sigue existiendo, más allá de la espada de Damocles de la sanción 
grave que puede recibir, que inclusive puede llegar a que se le dé de baja porque la ley es durísima. El policía 
lo va a hacer igual porque es lo único que sabe hacer; está formado para dar seguridad, aunque tenga que 
figurar -como bien decía el compañero- como portero, pistero, etcétera. Lo cierto es que la norma no lo 
acompaña. Lo digo porque el policía es tal durante las veinticuatro horas; lo dice la ley. 


Además, está lo relativo a la ley orgánica que está a estudio del Parlamento. Parece que se armaron dos 
Policías: la Guardia Nacional Republicana, que dentro de sus atribuciones tiene las mismas que tenía la 
Policía nacional hasta la sanción de esa ley y después, hay otra Policía en paralelo; se refiere al 
mantenimiento del orden público. 


Cuando se habla de armamento, capacitación, uno sabe que el porcentaje más alto del armamento le llegó, 
precisamente, a los grupos de elite: a la Guardia Nacional Republicana y a los servicios que se entienden 
como más importantes por parte de esta Administración, que es la Administración de turno; que es la que 
tiene que atender el aquí y el ahora. No es que uno lo esté exponiendo con una mirada que no tenga la pureza 
de espíritu con que se está planteando en este momento. 


Hay algo que vemos cada vez que hay un procedimiento en las calles y es que los policías no tienen el 
armamento ni el equipamiento adecuado para enfrentar las distintas situaciones. Lo hemos visto en el 
Marconi y en un montón de lugares. Hay algunos armados "hasta los dientes" -muy bien equipados- y otros 
que no tienen el equipamiento adecuado para la misma situación de conflicto. Creo que eso hay que tomarlo 
en cuenta porque afecta la integridad física, puede afectar la vida y puede haber daños colaterales. En 
seguridad pública, un daño colateral puede ser una bala que ingrese en un hogar a cien o doscientos metros, 
en la medida en que el personal no esté capacitado. Cuanto más armamento compramos para la Policía, en la 
situación de "conflicto" -entre comillas-, el "enemigo", -doble comilla porque no me gusta este término-, que 
se debe enfrentar todos los días, se va a armar más; esto lo estamos viendo a diario. Y en estos días las 
autoridades han planteado el tema del sicariato, los ajustes de cuenta, etcétera. 


Toda esa capacitación y formación no va al policía de a pie, que es el que está todos los días compartiendo 
con nosotros este trabajo. La Policía Comunitaria es excepcional; no sabemos la cantidad; son pocos en el 
país. Es el famoso y viejo Guardia Civil, sin dudas; quizás es una buena idea. ¿Qué estatuto tiene para 
trabajar? ¿Tienen el mismo horario, marcar el reloj, manejarse por gestión? Creo que tiene que haber 
diferencias importantes, pero estudiadas. Debe haber un plan de trabajo. A mi criterio, históricamente, no 
hubo un plan estratégico a nivel nacional; tampoco lo hay hoy, pero debe existir. 


En definitiva, esto nos debe interpelar; debe ser una luz de alerta. Tenemos que plantearnos una inquietud, en 
ese sentido, como sociedad. Algunos tenemos responsabilidades más grandes que otros en la decisión, pero lo 
tenemos que ver. 


Hay un síndrome que emerge de lo que planteaba el compañero, que tiene que ver con la desmotivación del 
personal: el síndrome del quemado. Llega un momento en que el policía desmotivado empieza a reaccionar 
inadecuadamente, no solo con él sino también con la familia y la comunidad, con el usuario. Entonces, es un 
espiral de violencia. Y si pretendemos cortar la violencia en la sociedad, quizás este sea un punto a atacar; es 
muy importante tomarlo en cuenta; no podemos pasarlo por alto. 


También quiero expresar que a veces decimos en broma que está buenísimo contar con tecnología, pero si 
tenemos a Pedro Picapiedras manejándola, es complicado. ¿Por qué lo planteo? No por descalificar al 
personal, pero se está poniendo cantidad contra calidad. Las vacantes del Ministerio del Interior están casi 
completas, pero también debemos ser conscientes de que ha ingresado un número muy importante con 6* año 
de escuela, con pensamiento concreto, quizás con una formación, edad, capacitación, procedencia, inserción 
sociocultural, y lo que se les ocurra que no sea bueno para ser policía. Entonces, quizás habría que pensar en 
una educación compensatoria para ese personal. O sea que si entran con 6" año de escuela, que no se formen 
en cuatro o seis meses; capaz que deben formarse en un año a fin contar con un plus respecto del "handicap" 
que tenían en el origen. Tal vez precisamos que en el contrato -y habrá que innovar, modificando alguna 
norma tanto administrativa como legislativa- se diga que en un año se deben insertar en el sistema educativo 
a fin de mejorar. Así mejorarán ellos, la Policía y, en definitiva, la seguridad de todos. Creo que esas cosas 
deben manejarse. 


Además, hay que agregar que la Auditoría Interna de la Nación nos dice que los policías que están ingresando 
al Ministerio del Interior, como eventuales, para desarrollar determinada tarea, por ejemplo en la Intendencia 
de Montevideo, después tienen prioridad para ser presupuestados en la Jefatura de Policía de Montevideo. 
Ahí se genera una rotación de pique entre policías que habían sido evaluados para una tarea y pasan a 
cumplir otra. El hecho es que se los debe evaluar para el perfil del cargo y hacer la inducción, que es 
prepararlos para la tarea. Después, se debe hacer el seguimiento y la evaluación y, capaz que deben ser 
redistribuidos, dependiendo de si funcionan bien o no en la tarea que se los puso, ya sea como eventuales, en 


la Jefatura, en la Guardia Republicana, etcétera. Sin embargo, hoy eso no se está cumpliendo, por lo que, de 
alguna manera, se está afectando la seguridad. 


Aclaro que, cumpliendo con mi deber cívico, el año pasado, pedí la información al Ministerio del Interior, en 
virtud de la Ley de Información Pública y se me contestó que no me podían dar esa información. Fuimos al 
juzgado a fin de intimarlos al cumplimiento, pero tampoco tuvimos la suerte de acceder a esa información. 
Sin embargo, la Auditoría Interna de la Nación -nada menos- confirmó lo que estamos planteando: ha 
ingresado personal policial que no es apto para cumplir la tarea, porque no puede trabajar en equipo, no 
cumple con las normas y, por ahí participa en incidentes graves en la vida pública del país, en materia de 
seguridad. Entonces, creo que realmente tenemos que profundizar en eso, abrir el libro de la sinceridad en 
este trabajo y no quedarnos en que se trata de tecnología, más policías y mejor sueldo, creyendo que con 
capacitación de elite vamos a abordar la realidad de todo el país. Es obvio que debe haber una capacitación 
de elite para determinados temas, pero debe haber una capacitación de elite para los temas de todos los días, 
lo que involucra al policía comunitario, al policía de una seccional. 


Estuve en una reunión con comerciantes de Colón. El jerarca de esa zona -una persona que valoro mucho, el 
Inspector Mayor De León-, con total sinceridad, decía que tenía todo el personal disponible en la calle. Un 
comerciante le dijo: "Si usted me dice que tiene a todos en la calle y estamos en esta situación, estamos en el 
horno". Le pedí al Inspector que trasladara al Jefe de Policía de Montevideo y al Ministro del Interior lo que 
yo le planteaba como inquietud. 


Allí también participé en un rol de actor social, tratando de aportar desde la oportunidad que uno tiene: haber 
estudiado un poco más, a escondidas. Tal como se planteaba en materia de educación, en la Policía hay pocas 
posibilidades de estudiar fuera de lo que es la Policía; hay que hacerlo como se pueda. No hay una estructura 
que acompañe la formación del policía en todo nivel, ya sea para ir al liceo, la universidad o lo que sea. El 
sistema es perverso en ese sentido. 


Yo decía que las unidades policiales están casi vacías; el personal está en la calle. Sin embargo, hemos visto - 
ustedes lo habrán notado porque transitan el mismo Montevideo y el mismo país que nosotros- un auto Corsa 
con tres o cuatro policías adentro y de repente no los vemos caminando. No hay alguien que nos explique por 
qué se procede de determinada manera. Uno parte de la premisa que quien lo hace, actúa de buena fe -nadie 
lo duda-, con la mejor de las intenciones, pero capaz que no se escucha al operador, al trabajador policial, que 
en este caso es el que tiene una mirada muy importante y de primera mano. 


Entonces, cuando uno ve ese tipo de realidades piensa que algo está pasando. Tenemos cerca de treinta mil 
policías en el país, más toda la guardia privada de seguridad. Entonces, creo que hay que innovar. Pongo un 
ejemplo concreto que ya pasó en un supermercado: un policía haciendo el 222, un guardia privado, 
custodiando algún tipo de valor con reglas totalmente diferentes. ¿Quién es el titular que brinda las directivas 
para organizar un procedimiento acorde dentro de un supermercado? ¿A quién responde ese policía o ese 
guardia de seguridad privada? Eso también pasa en la calle. ¿No tendríamos que tener estatutos diferenciales 
y tratar de que el guardia privado empiece a pensar, acompañando la seguridad pública? 


Para redondear quiero decir lo siguiente. En 2011 se aprobó una resolución por parte del Ministro del Interior, 
flexibilizando las medidas de seguridad del Correo. ¿Se acuerdan de lo que sucedió el año pasado? Con 
mucho dolor, analizamos ese hecho con los compañeros y decíamos que la cadena de eventos de la muerte de 
ese policía, el año pasado, comenzó en 2011, con una disposición que flexibilizó las medidas de seguridad 
del Correo. En virtud de eso, no se le exige lo mismo que a Red Pagos y Abitab, porque tener el Correo su 
departamento de seguridad; ese fue un argumento que utilizó el Ministerio del Interior, en la resolución 
firmada por el Ministro -que es la máxima autoridad en materia de seguridad pública del país y que está 
obligado a hacer cumplir la ley; es el más obligado de todos porque, en definitiva, el Ministerio del Interior 
está para eso-, que pasó a conocimiento de la unidad encargada de la seguridad del país, que es Renaemse. Si 
soy jerarca de Renaemse y me llega una resolución firmada por el Ministro Bonomi que dice "pasa para 
conocimiento", tomo conocimiento y nada más; no puedo hacer absolutamente más nada. 


Entonces, esas pequeñas cosas hacen a lo que los compañeros están planteando; algunos con muchísima 
experiencia, otros con muchas ganas y otros haciendo el aprendizaje de entrar a un mundo nuevo, que es el 
de los sindicatos. Y uno, que estuvo una vida en la Policía, sabe que la voz de los policías es muy importante 
en este caso. Y me llena de satisfacción compartirlo con ustedes y reforzarlo con los compañeros, porque viví 


todo eso: patrullé las calles de Montevideo e hice exactamente lo mismo. Y, a veces, uno no sabe cómo 
pararse en esto. 


Está claro que creemos en las instituciones. De lo contrario, no estaríamos acá con ustedes, defendiendo esto, 
pero en definitiva, a veces nos llueve la información y no tenemos la oportunidad de profundizar. Recién 
ahora empezamos a analizar lo relativo a la Comisión de Presupuestos, que son 22 páginas. Lo que se nos 
cuenta allí es espectacular. Claro, cuando hablamos de capacitación, lo primero que me pregunté fue qué 
capacitación; sería bueno conocerla. Entonces, quizás es bueno tener mecanismos por los cuales la 
información fluya. Y, en ese sentido, hay algo que ellos están sufriendo, que no plantearon y que creo que 
afecta también el derecho a saber: el Ministerio del Interior a restringida una asombrosa cantidad de 
información. Sin embargo, incrementa el control hacia fuera, al punto que se vuelve a escuchar a algún 
jerarca hablar del allanamiento nocturno. Entonces, empieza a aparecer esa sensación de que algo está mal, 
no lo estamos corrigiendo y no estamos escuchando a quienes lo pueden corregir. En este caso, creo que los 
operadores policiales de todo el país están haciendo un proceso interesantísimo que merece ser escuchado y 
que creo que debe reforzarse desde el punto de vista del resto de los actores que estamos llamados a entender 
desde el rol que nos toque. 


En definitiva, creo que lo que les falta a los policías es un debido proceso. Es una paradoja, ¿no? Lo cierto es 
que una sanción de diez días es impuesta por cualquier jerarca, en base a las mismas normas que tuve yo en 
1980 cuando entré y que siguen vigentes. Utilizando un criterio que es personal -personalísimo-, un jerarca 
puede poner diez días, otro, tres y otro, cinco. Eso no está bien. Además, cuando se trata de dinero, ¿de qué 
nos sirve haber aumentado los sueldos, de qué nos sirve generar propuestas diferenciales, si la sanción ahora 
no es tres días de rigor sino tres días de multa y con la prohibición de hacer el 222, de cumplir con sus tareas? 
Inclusive -y corríjanme si estoy equivocado-, los hacen ir a trabajar. O sea que les descuentan y tienen que ir 
a trabajar; es raro. 


En definitiva, sé que estamos en un proceso de cambios y que hay que lograr objetivos, pero si no hablamos 
de estas cosas, es imposible que las cambiemos. Además, hay que tener en cuenta la particularidad del caso 
porque un trabajador se puede caer de un andamio y morir y si una persona tuvo la mala suerte de que se le 
cayera encima, también se puede morir, pero alguien puede morir por una bala a doscientos o trescientos 
metros. Ese es un tema al que hay que prestarle atención, porque yo quiero estar seguro en mi casa. Por 
supuesto que esto también depende de dónde y cómo vivo y cuáles son las respuestas que el Estado brinda en 
cada una de las situaciones. 


SEÑOR FERREIRA.- Capaz que ustedes entienden que algunas de las informaciones que les estamos 
brindando no tienen que ver con el trabajo de la Comisión, pero nosotros consideramos que todo 
termina en lo mismo: en los derechos humanos. 


Venimos a denunciar las cosas que consideramos que van dañando y desmereciendo la calidad de vida del ser 
humano policía, que es lo que queremos reivindicar. 


En cuanto a lo que se planteaba sobre educación, cabe señalar que el personal policial difícilmente consiga 
ejercer el derecho a la licencia por estudio; difícilmente. 


En definitiva, esa realidad se vive. Se viola el derecho a la vida, al estudio, al goce del descanso y nosotros 
no podemos ser apáticos frente a esto. 


También se viola el derecho a la vivienda. Encontramos más de un ciudadano reclamando el derecho a la 
vivienda, aún cuando no trabajan. Nosotros trabajamos y llevamos cuatro años y medio de un Gobierno que 
no ha hecho ni una gestión entorno a la vivienda. Los compañeros del sindicato de Maldonado han hecho 
más gestiones que la que ha hecho el Ministerio: han conseguido terrenos y están construyendo más de cinco 
cooperativas. Por lo tanto, acá lo que falta es voluntad de solucionar el derecho a la vivienda del funcionario 
policial. Cuando el funcionario quiere acceder a la vivienda en la zona metropolitana, se lo envía a una zona 
marginal, a convivir con gente que no es la adecuada para él, porque después termina deteniendo y viendo en 
la cárcel al vecino. 


Por tanto, consideramos que hay cosas que siguen fallando y faltando. Se sigue careciendo de asistencia 
psicológica preventiva. Llevo dieciocho años en la Policía y el compañero Pereira tendrá unos dieciséis y 


nunca fuimos evaluados psicológicamente, luego de ingresar. No hay un seguimiento ni una atención 
preventiva y por eso pasan las cosas. Hay compañeros que terminan procesados por violencia doméstica por 
no haber tenido una contención en el momento adecuado. 


Los compañeros que participaron en el evento del Correo recibieron atención psicológica luego de que estalló 
el hecho, pero antes ninguno había sido tratado. A su vez, en Rocha unos compañeros asistieron a unos 
jóvenes que se encontraban en un vehículo que se dio vuelta y cayó en una zanja. Los compañeros lucharon 
por sacarlos del vehículo y no pudieron, por lo que los chiquilines murieron ahogados. Los funcionarios nos 
planteaban que quedaron con un trauma enorme, pero nunca fueron atendidos. Además, por el círculo vicioso 
que se da en la Policía, si van al psicólogo a pedir asistencia, se les quita el arma y no pueden hacer 222 ni 
trabajar. Entonces, prefieren hacerse los sanos y seguir enfermos, pero trabajando, arriesgando así sus vidas y 
la de los demás ciudadanos. Eso es gravísimo y se agrava con lo que se decía la Auditoría Interna de la 
Nación, que ratifica lo que venimos diciendo: la gente que está entrando a la Policía no tiene la capacitación 
ni el test evaluatorio psicológico. Para nosotros eso es gravísimo; es poner en riesgo a la ciudadanía porque le 
estamos dando un arma y un uniforme a una persona que no sabemos si está apta o no. 


A esto tenemos que sumar el trato inhumano y cruel que le dan en la formación policial a los cadetes de la 
Escuela Nacional de Policía y al personal policial que entra en el subescalafón. Es gravísimo que alguien no 
tenga la evaluación psicológica necesaria y que, encima cuando se está formando en la escuela, haya gente 
que lo menoscaba, menosprecia, insulta y agravia. ¿Cómo podrá reaccionar esa persona? ¿De cuánto odio y 
rencor se podrá llenar para luego descargarlo contra la población civil? 


Entonces, si velamos por los derechos de los privados de libertad, también velemos por los que los cuidan, 
que también son seres humanos. Y por eso estamos hoy acá, para reivindicar la calidad de ser humano del 
funcionario policial. 


Asimismo, queremos pedirles que tomen las debidas precauciones con el sistema carcelario. Es grave la 
situación allí. También es grave la situación en la formación del personal carcelario. Tenemos un trabajador 
policial por cuatrocientos reos en el sistema penal del Uruguay; en el penal de Libertad y el Comcar. Ese 
policía debe hacer de llavero para los privados de libertad y asistirlos en la noche, aún no teniendo energía 
eléctrica. Y está solo, a la buena de Dios, en medio de cuatrocientos privados de libertad. Por tanto, si 
multiplican por diez eso, tendrán una noción de la realidad carcelaria. Es grave, es delicada y allí trabajan 
seres humanos, policías, que tienen familia. Y cuando pierden la vida, como le pasó al compañero Oseas 
Pintos en abril de 2012, todos lamentamos y no entendemos por qué se rompieron los códigos carcelarios y lo 
mataron de un balazo en la cabeza, pero lo cierto es que la situación fue extrema. Y la situación carcelaria 
sigue siendo extrema, por más que se inauguren cárceles modelo, con loza radiante, y los presos coman 
caviar, como en la cárcel de Minas, porque los policías están hacinados en la cárcel vieja. Duermen en 
cuartos que se inundan y con baños donde el agua llega a los quince centímetros y no pueden higienizarse 
correctamente. Además, no tienen un lugar para alimentarse ni una cocina aparte de la del personal 
carcelario. Por lo tanto, estas condiciones son inhumanas y crueles también para los trabajadores policiales. 


De mi parte es todo. 


SEÑOR PEREIRA.- Desde el punto de vista de los dirigentes sindicales, durante la Legislatura en la 
que se aprobó la existencia de los sindicatos policiales -en 2005- se trabajó bien. 


Nosotros no teníamos experiencia en lo que es la práctica sindical. Lo primero que hicimos fue ingresar, 
como sindicato, en el PLECNT, en donde fuimos aprendiendo sobre la mecánica sindical. 


Como decía Parrado, confiamos en todas las instituciones del Estado, pero en los últimos cuatro años, este 
Gobierno le cerró las puertas a los sindicatos y a todo el avance que se había tenido en materia laboral. 


Desde los sindicatos empezamos a traer toda la normativa laboral al quehacer de la Policía, que, antes, estaba 
por fuera del Derecho Laboral; no entraba ninguna ley de amparo a los trabajadores. Entonces, desde los 
sindicatos empezamos a hacer distintos planteos para que se aplicara toda esa normativa laboral y así tener un 
mejor desempeño y ser considerados como cualquier otro trabajador. 


Ahora sentimos que se nos han cerrado las puertas desde este Ministerio del Interior. Hemos estado con los 
diferentes niveles de Gobierno. En lo particular, ya hemos llevado a la Junta Departamental de Maldonado 
miles de planteos sobre los trabajadores policiales del departamento, referidos tanto sobre las condiciones 
laborales como las condiciones de las comisarías y el relacionamiento entre la jerarquía y el personal 
subalterno; todo lo que significa el abuso de funciones, etcétera. También se habló con el Intendente; en fin, 
los distintos niveles jerárquicos. Lo cierto es que si bien nuestros planteos son recibidos, nadie se anima -lo 
digo así- a plantearle al Ministerio del Interior: "Los policías están planteando cosas graves". Ni el 
Intendente, la Junta Departamental o los Diputados del departamento meten el dedo; nadie le dice que está 
haciendo las cosas mal 


En el departamento de Maldonado tenemos una población de ciento sesenta mil habitantes. Es un 
departamento importante por todo lo que implica la temporada, que duplica o triplica la población. Para las 
ciento sesenta mil personas que viven en forma permanente, tenemos mil cien policías. En varias 
oportunidades pedimos que se aumente la cantidad de efectivos. Estamos precisando unos ochocientos 
policías más para cubrir las necesidades básicas. Estaríamos necesitando aproximadamente dos mil policías 
para cubrir todo el departamento. Entonces, hicimos una nota de prensa y se pidió al Ministerio del Interior 
que eso se viera reflejado en el próximo presupuesto. Lo que sucedió fue que fuimos citados al despacho del 
Intendente, quien en una palabra nos retó porque entendía que el sindicato no podía decir que faltaban 
ochocientos policías pues se generaba una alarma. En definitiva, vemos que no recibimos respuesta o ayuda 
de los demás órganos del Estado. Desde nuestro punto de vista, es una barbaridad lo que nos planteó el 
Intendente. Los trabajadores policiales -que somos los que trabajamos día a día con la ciudadanía y con la 
realidad policial- le planteamos que falta esa cantidad de policías y el Intendente nos dice que es un disparate 
lo que decimos, que no se puede decir eso. 


Con respecto a la denuncia que se planteaba sobre los equipos de comunicación, el sindicato policial de 
Maldonado tuvo tres instancias en la Dinatra, convocándose al Ministerio. Llevamos una cantidad de 
planteamientos relativos al quehacer de la Policía. En una palabra, nos hicieron gastar plata, porque no se 
resolvió nada. El abogado que mandó el Ministerio venía con la orden de no resolver nada. 


Quiero hacer énfasis en el equipo de comunicación. El Jefe de Policía decía que tienen 296 equipos de radio 
y 100, aproximadamente, están en reparación en Montevideo. O sea que un tercio de esos equipos de radio 
están rotos y no hay fecha para repararlos. Y así como ese hay otros planteos que terminan en nada. 


Quiero cerrar expresando que estamos indignados porque, si bien estamos siendo escuchados por esta 
Comisión, hemos recorrido todos los caminos posibles y visitado todos los lugares, pero no tenemos 
respuesta de nadie en el sentido de decirle al Ministerio del Interior que está mal encaminado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR NOVALES.- Les agradezco la información porque siempre es muy positivo ver las cosas desde 
el otro lado del mostrador. 


Estas son cosas que nos llaman mucho la atención y nos preocupan, fundamentalmente, por las denuncias que 
hacen respecto a la poca formación con la que sale gente a la calle, con un uniforme y con armas, nada más y 
nada menos, que es lo peor. 


Personalmente, me llama la atención que, generalmente, las personas que egresan de las escuelas de policía, 
llevan las peores armas. No sé cuál es el porcentaje, pero permanentemente leemos en la prensa sobre la 
adquisición de pistolas 9 milímetros, mientras que el personal que egresa sale con un calibre 38, que debe ser 
del año del ñaupa, y no sé si estarán provistos de municiones que realmente logren salir por el caño o si 
directamente se los manda armados con un alfiler. 


También me llama la atención que, sin mediar licitación, se hayan comprado rifles rusos de precisión, que 
valen US$ 3.000 o US$ 4.000, para francotiradores. Lamentablemente, esa situación nos hace recordar al 
Medio Oriente. Esos fusiles son de alta precisión, pero tienen una vigencia de treinta o cuarenta años. 
Entonces, no sé si nos vendieron armamento sacado de un museo, siendo que en las armerías están a 
disposición rifles de mucha más precisión, modernos, cuyo precio es, prácticamente, la cuarta parte del de los 
rusos. Por lo tanto, vemos una parte de la información y no la otra. 


Quisiera preguntar al señor Pereira si aquella subvención que existía, fundamentalmente en verano, por parte 
de la Intendencia de Maldonado, a los efectos de dar una mayor seguridad en la temporada, sigue vigente o 
fue retirada. Tengo entendido que había una colaboración monetaria de esa Intendencia para que se hiciera 
una especie de 222 permanente. 


Debo decir, como Representante del departamento de Soriano, que lamentablemente, hay una situación que 
se reitera desde hace mucho tiempo y que hoy son más de sesenta los policías que figuran dentro de Jefatura 
de Policía de Soriano, que fueron destinados a Maldonado o a la Costa de Oro y que nunca han pisado mi 
departamento. Figuramos con una cantidad de policías que no es real. Entonces, cuando en cada Rendición 
de Cuentas o Presupuesto, solicitamos más policías -inclusive con el visto bueno de las autoridades 
departamentales-, nos encontramos con que, prácticamente, eso está topeado porque tenemos más de sesenta 
policías que figuran allí. 


Otro hecho grave se vive en algunos pueblos de Soriano, en los que durante muchas horas no hay policía. Por 
ejemplo, en Risso y Egaña, que no se vaya a enfermar el policía porque se quedan durante veinticuatro horas 
sin presencia policial. Y pobre del camionero que tenga que trasladarse con el camión cargado de ganado, 
para hacer sellar una guía, recorriendo decenas de kilómetros, a veces por caminos intransitables -como 
lamentablemente estamos teniendo-, porque en el interior es endémica la falta de policías. Esa situación se 
da, sobre todo, en los lugares que no están "protegidos" -entre comillas-, como la Costa de Oro, por ejemplo, 
en donde se llenaron muchas de las vacantes para cumplir con el turismo o algo por el estilo. 


En definitiva, es muy interesante lo que hemos escuchado. Les agradezco el nivel de información. Sé que 
todo se hace con muy buena onda, tratando de preservar los derechos humanos de la familia policial y de 
quien tiene que ser resguardado por ella, que es el ciudadano común y corriente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PEREIRA.- El referido pago de la Intendencia de Maldonado tiene que ver con la llamada 
"Obra Ciudad". Durante el período de diciembre, enero y febrero, la Intendencia vuelca un dinero 
extra para aumentar el salario del policía. 


Desde el sindicato, queremos hacer varias puntualizaciones. Antes que nada, queremos decir que está bien 
que se le pague al policía por patrullar cuatro horas más, de las ocho horas de turno. Sin embargo, ese dinero 
es "en negro"; queremos que se aporte para la jubilación del policía. 


Además, desde el sindicato, le hemos pedido al Municipio si podía ver, en conjunto con Jefatura, cómo se 
distribuye ese dinero. ¿Por qué? Porque ese dinero se vuelca a Jefatura, pero después esta lo distribuye a 
gusto del Jefe de turno. Además, está toda la interna policial y sabemos que el que menos recibe es el que 
está patrullando; la reciben otras jeraquías; hay acomodos. Eso ha sido denunciado desde los inicios de "Obra 
Ciudad". 


En cuanto a las armas, según un informe de Jefatura, en Maldonado tenemos unas 700 pistolas y hay mil 
doscientos policías aproximadamente. Nos estarían faltando unas 400 pistolas 9 milímetros para retirar los 
revólveres que, como se decía, son muy antiguos. Sin embargo, el Ministerio del Interior solo mandó 50 
pistolas para Maldonado este año; nada más. Ese es otro reclamo del sindicato. Hay que tener en cuenta la 
gran población del departamento de Maldonado y que han aumentado los delitos como las rapiñas. En 
cualquier momento, tendremos un enfrentamiento entre la delincuencia y los funcionarios policiales, que 
están armados con revólveres. Ese reclamo se llevó el mes pasado al Ministerio del Interior, pero no hay una 
respuesta clara o concreta sobre si habrá un recambio pronto. 


Por otra parte, cabe señalar que para hacer el recambio por una pistola 9 milímetros, el funcionario policial 
debe hacer una capacitación respecto de su uso. El encargado de las armas en Maldonado -un Suboficial-, nos 
plantea que no puede entregar las armas a los policías porque el polígono de tiro del departamento está en 
desuso. Nosotros tenemos imágenes fotográficas del polígono de tiro de Maldonado, que tal vez sea uno de 
los mejores del país, que fue inaugurado en 2001. Sin embargo, se usa como depósito de cubiertas viejas de 
los móviles y de chalecos antibalas en desuso. Por tanto, el Suboficial no puede cerrar el circuito, entregando 
las armas que le manda el Ministerio, pues los policías no pueden hacer la práctica de tiro en el polígono ya 
que, si bien desde el punto de vista edilicio es precioso, hoy es un depósito de basura. 


Eso también se denunció el mes pasado en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación invitada) 


Pido disculpas a los colegas, porque quiero dejar constancia de un tema muy personal. 


Para que entendamos a qué me voy a referir -que a simple vista puede parecer un hecho menor-, 
lamentablemente, me veo en el compromiso de dar lectura a lo expresado públicamente por un importante y 
prestigioso matutino nacional. 


La nota -correspondiente al día siguiente de la sesión del miércoles pasado, cuando debatimos la oportunidad 
de publicar o no la versión taquigráfica en la página web del Parlamento- reza lo siguiente: "En la sesión de 
ayer hubo tensión entre los miembros de la comisión, que finalmente con los votos de su presidente, Gustavo 
Espinosa (Partido Colorado), y las frenteamplistas Orquídea Minetti y María Eloísa Moreira (suplente de la 
diputada Daniela Payssé) aprobó mantener en reserva la versión taquigráfica la semana anterior. El único que 
se pronunció en contra de esa medida fue el diputado blanco Jorge Rodríguez, quien ayer suplió a Gonzalo 
Novales". 


Quiero expresar que esta información -que en otro contexto, en otras circunstancias, hubiera sido un hecho 
menor, una inexactitud, quizás hasta comprensible porque muchas veces se maneja información o se la 
interpreta de distinta manera- me ocasionó, en lo personal, un daño muy fuerte a todo nivel: en lo social, en 
las redes sociales e, inclusive, en lo político. 


Creo que todos aquí saben de las denuncias que he formulado por estas situaciones de abusos, malos tratos y 
prácticas similares a la tortura en dependencias del INAU. En este ámbito y afuera, todos tienen en claro cuál 
es mi posición personal, que discrepa muchísimo con la gestión del INAU y del Sirpa. 


De cualquier manera, en cuanto a esta votación, quiero dejar constancia de que fue este legislador, Gustavo 
Espinosa, quien evaluó y trató de promover la aceptación de que la versión taquigráfica fuera pública, en 
virtud de todos los elementos expuestos en la versión taquigráfica anterior: se había filtrado la versión 
taquigráfica, el periodismo ya la tenía y este legislador siempre estuvo de acuerdo con que, en democracia, no 
se podían mantener cosas en secreto. También señalé -así quedó registrado en la versión taquigráfica pasada- 
que debíamos eliminar los nombres de los menores involucrados, de las madres e, inclusive fui a más, al 
hablar de suprimir algunos pasajes que, por su lectura, se pudiera determinar o identificar al menor 
involucrado. 


Como de esa votación resultó un empate, tuvimos que accionar el mecanismo reglamentario para 
reconsiderar la moción que propuse, en el sentido de que esta versión taquigráfica fuera pública, a fin de que 
pudiera ser aprobada, pero no fue así. 


En lo personal, también duele que la misma nota periodística, de alguna manera, altera la voluntad expresada 
en este ámbito en cuanto a esa propuesta. Aparecen Diputados que votan una cosa, cuando en realidad 
votaron la otra y viceversa. Ese no es el punto en cuestión; todos sabemos lo que votó cada uno de nosotros, 
pero debo decirlo, de lo contrario, no terminaría la historia y es necesario que ustedes me comprendan. 


Yo no puedo aquí acusar al periodista y mucho menos -aclaro antes de decir lo que voy a decir- puedo poner 
en tela de juicio lo que respecta a los colegas integrantes de esta Comisión, al personal que participa de estas 
sesiones, la Secretaría de esta Comisión, los funcionarios que están dentro y fuera de la sesión; quiero decir 
que no está en mí ninguna suspicacia. Sí digo que en varias oportunidades intenté que este medio de prensa 
rectificara los términos y corrigiera ese error, por la situación que estaba viviendo en lo personal, ante esta 
errónea e inexacta información. Lamentablemente, se me expresó que había declaraciones públicas que 
afirmaban lo contrario: que el Diputado Gustavo Espinosa había votado en este ámbito, en forma negativa, 
que la versión taquigráfica fuera pública y colgada en la web. 


Quiero ser sincero; no está en mí promover una cacería de brujas. Está en mí, simplemente, dejar sentado en 
la versión taquigráfica algo que me parece que debemos corregir ante la opinión pública porque, incluso, me 


consta cuál fue la votación de los demás colegas y me parece de honor, de ética parlamentaria y de estilo que 
cuando tenemos diferencias, las podamos exponer. 


Y quiero decir aquí que no estoy para señalar responsabilidades, mucho menos a los periodistas -que cumplen 
con la noble labor de informar, con profesionalismo y vocación- y a este prestigioso medio de prensa, este 
prestigioso matutino, que -me consta- se ha visto frente a la compleja situación de tener, ante los mismos 
periodistas, dos declaraciones de prensa que, lamentablemente, son diferentes. Imagínense el dolor que tengo, 
en lo personal, que durante algunos años estuve vinculado a una dependencia pública que se relacionaba con 
esta noble y hermosa profesión. Fue un dolor a todas puntas; el dolor en lo institucional, el dolor en lo 
político; el dolor por el cariño y respeto que tengo a los medios de comunicación. 


Ahora voy a ofrecer la palabra a los legisladores que quieran emitir alguna opinión o comentario y reitero las 
disculpas por traer un tema que es estrictamente personal, pero debía hacerlo porque aspiro que esta versión 

taquigráfica llegue a los medios que corresponda, para que, de alguna manera, se pueda corregir la injusticia 
que se ha cometido. 


También quiero dejar constancia de que después de escuchar las opiniones y comentarios de los colegas, voy 
a volver a mocionar para que la versión taquigráfica de los familiares y madres de los menores internados en 
dependencias del Inau -con la salvedad de eliminar los nombres de esa versión, tanto de los menores como de 
sus familiares, y toda aquella mención que los pueda identificar- sea pública, por todas las razones que he 
expuesto anteriormente. Insisto, hoy por hoy creo que ya no podemos limitar o coartar esa posibilidad de que 
se cuelgue en la página web una versión que por distintas razones -eso será materia de otro debate- tenía la 
prensa el mismo día en que habíamos culminado la sesión. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero decir que a mí también me perjudicó lo que publicó la prensa porque, 
políticamente, mi sector había discutido el tema y habíamos planteado que las versiones taquigráficas 
fueran publicadas, obviamente, sacando los nombres de los menores y de sus familiares. Entonces, lo 
que publicó la prensa es un contrasentido. 


La tergiversación de la prensa no es algo nuevo, porque pasa a diario. Los periodistas pueden ser muy 
honestos y muy loable su actividad, pero es casi permanente que se tergiversen las cosas. 


Además, no sé quién fue que dijo eso públicamente; yo no lo escuché; no escuché a nadie. 


Obviamente, creo que eso lo tenemos que rever para lograr que esa versión taquigráfica sea pública porque 
no hay nada para esconder. Nadie quiere esconder nada, en absoluto; simplemente hay que ser cuidadosos en 
lo que corresponde; nada más. 


SEÑOR NOVALES.- Antes que nada, quiero expresar mi solidaridad al Diputado Espinosa porque 
este es el segundo Período que compartimos esta Comisión de Derechos Humanos y me consta que lo 
que él termina de decir es absolutamente cierto. Él ha sido, precisamente, una de las personas que ha 
tenido una muy destacada actuación en ese sentido. Lo hemos visto una y mil veces, por ejemplo, 
cuando concurrimos a los centros carcelarios, porque también compartimos la Comisión Bicameral de 
Seguimiento del Sistema Carcelario y hemos concurrido repetidas veces a los centros de reclusión del 
INAU. Por lo tanto, estoy absolutamente seguro -y doy fe- de que todo lo que ha dicho el Diputado 
Espinosa, en cuanto a su manera de proceder, es cierto. 


Y como estamos en la sesión siguiente a aquella en la que, aparentemente, se produjo una mala interpretación 
de la votación, pediría su reconsideración. Aparentemente, hubo una errónea interpretación. Me parece que se 
trata de la mala interpretación de una votación por parte de un medio de prensa. Por tanto, propongo que se 
haga una nueva votación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También quiero dejar constancia de la ausencia de la Diputada Orquídea 
Minetti por temas de salud. 


Por lo tanto, luego de escuchar lo expuesto por la señora Diputada Moreira y lo refrendado por el señor 
Diputado Novales, mociono para que la versión taquigráfica de la sesión del día 2 de julio -que fuera 


analizada el 9 de julio-, sea pública y pueda ser colgada en la página web, con el agregado, de que se 
encargue Secretaría de la eliminación de los nombres de los menores involucrados, así como de sus madres y 
familiares, y de toda aquella acotación que en el texto permita identificarlos. 


Se va a votar la moción presentada. 


(Se vota) 


Tres por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


También queremos dejar constancia en la versión taquigráfica de una nota que dice lo siguiente: "Montevideo 
16 de julio de 2014.- Señor Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de 
Representantes,- Don Gustavo Espinosa:- Por la presente dejo constancia de que no concurriré a la sesión de 
la Comisión de Derechos Humanos del día de la fecha, en función de haber solicitado licencia de 
conformidad con la Ley 17.827, Artículo 1*, literal D), que establece la causal 'ausencia en virtud de 
obligaciones notorias, cuyo cumplimiento sea de interés público, inherentes a su investidura académica o 
representación política dentro o fuera del país' del legislador.- De igual forma, le quiero expresar mi firme 
voluntad de solucionar rápidamente las inhibiciones a las que nos obliga el Código de la Niñez y 
Adolescencia (CNA) en materia de preservación de la identidad de niños, niñas y adolescentes, a efectos de 
hacer públicas las actas de la Comisión de DDHH vinculadas a la comparecencia de madres de internos del 
Hogar Ser".- Le agradezco adjuntar esta nota a la versión taquigráfica de la Sesión de la Comisión de 
Derechos Humanos del día de hoy.- Atte.- Daniela Payssé". 


Así se procederá. 


Por último, conforme a lo resuelto la semana pasada, quiero comentar que se han extremado los esfuerzos 
para que puedan comparecer, a efectos de escuchar su opinión respecto de estos hechos, al Sirpa, al INAU y, 
como responsable político del Ministerio de Desarrollo Social, al Ministro Olesker, pero no hemos podido 
contar con la confirmación de la fecha de esta convocatoria. 


A su vez, la Comisión de Población y Desarrollo ha solicitado participar de manera conjunta. Desde el punto 
de vista reglamentario, la realización de una sesión conjunta requiere la aprobación de la Cámara. Entonces, 
vamos a mocionar para que podamos elevar esa propuesta, a los efectos de que se autorice el funcionamiento 
conjunto de estas dos Comisiones, la de Derechos Humanos y Población y Desarrollo, ante la convocatoria 
de las autoridades del Sirpa, del Inau y del Ministerio de Desarrollo Social. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Tres por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
La Secretaría se encargará de realizar las convocatorias pertinentes. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


